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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 18 dieciocho de julio de 2025 dos 

mil veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone expedir la Ley de Protección a Personas Denunciantes y 

Testigos de Actos de Corrupción para el Estado de Guanajuato, así 

como por el que se reforma el último párrafo del artículo 64 de la Ley 

de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato, se 

señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 
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Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 20 de 

junio de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 24, celebrada el 26 veintiséis de junio del año 2025 

dos mil veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un 

tanto de la Iniciativa a los Magistrados que lo integran, para efecto de 

recabar sus consideraciones, y posteriormente conformar la opinión 

jurídica respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el 

artículo 27 fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 33, 

celebrada el 16 dieciséis de julio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó 
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este documento en los términos que más adelante se detallan; en 

consecuencia se conformó la actual opinión jurídica. 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el Grupo 

Parlamentario de MORENA a efecto de expedir la Ley de Protección a 

Personas Denunciantes y Testigos de Actos de Corrupción para el 

Estado de Guanajuato, así como por el que se reforma el último párrafo 

del artículo 64 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 

Estado de Guanajuato. 

I. VIABILIDAD DE LA INICIATIVA PROPUESTA: 

La iniciativa para expedir una Ley de Protección a Personas 

Denunciantes y Testigos de Actos de Corrupción refleja un esfuerzo 

legítimo y valioso por fortalecer la cultura de la denuncia y avanzar en 

el combate a la corrupción en el Estado de Guanajuato. Incorporar 

una normativa específica, inspirada en experiencias internacionales 

como la figura del whistleblower, representa sin duda un mensaje 

positivo hacia la ciudadanía y un compromiso institucional con la 

transparencia y la integridad en el servicio público. 

No obstante, desde una perspectiva técnico-jurídica, sería 

pertinente valorar si los fines de la iniciativa podrían alcanzarse 

mediante mecanismos menos rígidos, como lineamientos o un 

protocolo estatal, en lugar de una ley de carácter formal. 

Actualmente, el propio marco estatal —particularmente la Ley de 
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Responsabilidades Administrativas— ya contempla artículos 

específicos sobre protección a denunciantes y confidencialidad de las 

denuncias. La coexistencia de ambos instrumentos podría generar 

duplicidades o incluso interpretaciones contradictorias, por lo que sería 

recomendable analizar cuidadosamente su armonización normativa, 

asegurando que la nueva ley complemente y no complique la 

operatividad del régimen vigente. 

Finalmente, merece destacarse el valor innovador de incorporar 

buenas prácticas internacionales en la propuesta; sin embargo, sería 

prudente establecer límites claros para evitar que figuras como el 

whistleblowing, asociadas en otras jurisdicciones a acuerdos 

indemnizatorios millonarios o a esquemas de recompensa económica, 

puedan trasladarse de manera inapropiada al contexto local. La 

protección a denunciantes debe ser una medida de seguridad 

jurídica, no un incentivo económico que comprometa las finanzas 

estatales. Por ello, será recomendable precisar que los elementos 

tomados como referencia son exclusivamente de carácter técnico, sin 

implicar compromisos compensatorios de orden económico. 

 

II. INTRODUCCIÓN 

La prevención, sanción y erradicación de la corrupción dentro de 

las instituciones públicas, es un tema fundamental para el buen 

funcionamiento del Estado, por lo cual, en los últimos años se han 

creado mecanismos para atender estas necesidades. 
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El concepto de corrupción en forma general y con la cual se 

trabaja en este estudio es: “el abuso de cualquier posición de poder, 

pública o privada, con el fin de generar un beneficio indebido a costa 

del bienestar colectivo o individual” (Casar, 2016:11). 

 Sostiene que a) es un acto de abuso de poder ya sea en la esfera 

pública o privada; b) que se genera como resultado una ganancia 

indebida al momento que los actores privilegiados abusan de su poder; 

y c) que tal ganancia no es “inofensiva” o estéril, sino que genera 

severos costos individuales –si se defrauda a un individuo–, o costos 

sociales al defraudar a un colectivo social. 

 Autores como Héctor Ramón Alonso Torres en su tesis para la 

obtención del grado de Doctor titulada “¿Por qué Persiste la 

Corrupción Política en México?”, sugieren concretizar aún más el 

concepto y restringirlo a su “contexto explícito o implícito”: 

Corrupción 

Explicita implícita 

Sucede cuando hay una clara 

transacción, como los sobornos. 

Es decir hay una dinámica de 

intercambio entre “una cosa por 

otra” 

No se rige en estricto por un 

intercambio literal sino que esta 

tiene pagos más sutiles como el 

“nepotismo”, el “amiguismo”, o el 

tráfico de influencias, en donde se 

favorece a un individuo no por sus 

méritos, sino por la conexión 
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interpersonal filial entre el actor 

poderoso y el beneficiario que lo 

selecciona para cubrir sus 

intereses.  

 

Todo estudio de la corrupción tiene que considerar que su objeto 

de estudio tiene en sí una naturaleza elusiva. Esto es así, porque un acto 

de corrupción es aquel que se mantiene en secreto y logra evadir el 

escrutinio público y también a la ley y a las autoridades que deberían 

sancionarlo. 

III. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa propone la creación de la Ley de Protección a 

Personas Denunciantes y Testigos de Actos de Corrupción para el 

Estado de Guanajuato, cuyo objetivo es establecer las medidas de 

protección a testigos, denunciantes y a toda aquella persona que 

aporte información sensible en un proceso de denuncia e investigación 

de posibles hechos de corrupción en materia administrativa, con el 

objeto de garantizar su plena esfera jurídica. 

Dicha propuesta de expedición de ley cuenta con 64 artículos, 

agrupados en cinco títulos.  
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IV COMENTARIOS: 

El 27 de mayo de 2015 se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación la reforma que introdujo el Sistema Nacional 

Anticorrupción, misma que buscó coordinar a los actores sociales y a 

las autoridades de los distintos órdenes de gobierno para prevenir, 

investigar y sancionar la corrupción, a fin de fortalecer la confianza en 

las instituciones en un marco de promoción de la legalidad y las buenas 

prácticas. 

De acuerdo al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, el Sistema Nacional Anticorrupción es la instancia 

de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de 

gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de 

responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en 

la fiscalización y control de recursos públicos. 

Dicho sistema se integra de la siguiente manera1:  

 

1 Consultable en: https://www.gob.mx/sesna/es/articulos/el-sistema-nacional-

anticorrupcion?idiom=es  

https://www.gob.mx/sesna/es/articulos/el-sistema-nacional-anticorrupcion?idiom=es
https://www.gob.mx/sesna/es/articulos/el-sistema-nacional-anticorrupcion?idiom=es
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Siguiendo el marco normativo federal, en el estado de 

Guanajuato se creo el Sistema Estatal Anti Corrupción2, mismo que 

tiene como finalidad establecer principios, bases generales, políticas 

públicas y procedimientos para la coordinación entre las autoridades 

del Estado  y los Municipios en la prevención, detección y sanción de 

faltas administrativas y hechos de corrupción, así como en la 

 

2 Definición consultable en el artículo 6 de la Ley del Sistema Estatal Anti Corrupción de 

Guanajuato, consultable en: https://congresogto-

my.sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%

2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%

20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia

%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Fedi

tadas%20pdf%2F20191101%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5

Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%

20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorr

upci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf&ga=1  

https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf%2F20191101%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf%2F20191101%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf%2F20191101%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf%2F20191101%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf%2F20191101%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf%2F20191101%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf%2F20191101%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf%2F20191101%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf&ga=1
https://congresogto-my.sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf%2F20191101%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FLeyes%20Editadas%20para%20Carga%20en%20Admin%2FAlicia%2FLey%20del%20Sistema%20Estatal%20Anticorrupci%C3%B3n%20de%20Guanajuato%2Feditadas%20pdf&ga=1
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fiscalización y control de recursos públicos. Es una instancia cuya 

finalidad es establecer, articular y evaluar la política en materia de 

combate a la corrupción. 

 

Por tanto, el Estado de Guanajuato cuenta con un organismo 

encargado de vigilar los temas de corrupción, tanto por denuncia 

como de manera oficiosa.  

En ese tenor, la iniciativa propuesta busca el establecimiento de 

medidas de protección a testigos y denunciantes, lo cual aunque se 

considera una gran labor legislativa, se omite adecuar las disposiciones 

propuestas al contenido del artículo 91 de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Guanajuato, ya que en dicho ordinal 

se establece la posibilidad de hacer denuncias de manera anónima.  
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Así mismo, refiere que las autoridades investigadoras mantendrán 

en carácter de confidencial la identidad de las personas denunciantes 

de los supuestos actos de corrupción.  

Un aspecto relevante es la armonización de la iniciativa con el 

marco vigente previsto en la Ley de Responsabilidades Administrativas 

para el Estado de Guanajuato. Dicha ley establece la obligación de 

denunciar actos de corrupción (artículo 49, fracción II) como parte de 

las responsabilidades del servidor público, lo cual implica que, para 

acreditar el cumplimiento de esa obligación y evitar incurrir en una 

falta administrativa no grave, el servidor público debe demostrar haber 

presentado la denuncia correspondiente. Esta situación genera una 

tensión jurídica respecto a la protección de identidad del denunciante 

prevista en la nueva propuesta de ley, ya que podría verse 

comprometida si es necesario revelar su identidad para acreditar la 

exención de responsabilidad administrativa. 

Bajo ese contexto, el diseño de la iniciativa podría generar un 

conflicto operativo:  

Por un lado, se protege la identidad del denunciante para 

garantizar su seguridad y evitar represalias;  

Y por otro lado, el propio marco legal obliga a revelar la identidad 

del denunciante como medio de defensa frente a procedimientos 

sancionadores por omisión en la denuncia.  

Esta contradicción podría vulnerar el principio de seguridad 

jurídica y, en casos concretos, afectar tanto la eficacia del sistema de 
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denuncias como la defensa adecuada de los servidores públicos. Por 

lo anterior, se sugiere valorar la incorporación de precisiones 

normativas que resuelvan esta situación.  

Actualmente, la Ley de Responsabilidades Administrativas del 

Estado de Guanajuato ya contempla disposiciones  en materia de 

protección a denunciantes. Así, el artículo 22 prevé mecanismos que 

resguardan la identidad y los datos personales de las personas que 

presentan denuncias, mientras que el artículo 91 permite 

expresamente que las denuncias puedan ser anónimas, garantizando 

la confidencialidad de quien decide reportar posibles actos de 

corrupción. En ese contexto, la regulación de esta materia ya cuenta 

con una base legal en vigor, lo que permite proteger a los 

denunciantes dentro del actual esquema jurídico. 

En razón de ello, podría valorarse si el objetivo de fortalecer la 

protección a denunciantes se logra de manera más eficaz mediante 

la emisión de lineamientos operativos o protocolos especializados, 

como ha ocurrido en otros temas vinculados al combate a la 

corrupción. Esta alternativa permitiría complementar la legislación 

existente sin generar un nuevo marco normativo rígido, evitando así 

duplicidades o posibles contradicciones. Es importante precisar que 

esta sugerencia no implica cuestionar el mérito de proteger a quienes 

denuncian, sino más bien optimizar el instrumento jurídico mediante el 

cual se materialice esa protección. 

Un aspecto que sería conveniente revisar en la iniciativa es la 

ausencia de un régimen de sanciones específico para los casos en que 
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los denunciantes actúen de mala fe o presenten información falsa, 

manipulada o dolosamente alterada con el fin de perjudicar a terceros 

o de obtener un beneficio indebido. La falta de una regulación clara 

sobre este punto podría debilitar la credibilidad del mecanismo de 

denuncia y generar abusos, lo que terminaría desincentivando el uso 

legítimo del sistema por parte de quienes realmente requieren 

protección. 

Por ello, sería recomendable que la propuesta contemple 

disposiciones que sancionen este tipo de prácticas, estableciendo 

medidas proporcionales y disuasorias para quienes busquen 

aprovecharse del sistema de protección de denunciantes de manera 

indebida. La existencia de controles contra el abuso no solo 

fortalecería la integridad del mecanismo, sino que garantizaría que el 

mismo sea utilizado de buena fe, protegiendo a las verdaderas víctimas 

y evitando que el instrumento se convierta en una herramienta de 

presión o de daño injustificado contra terceros. 

Un aspecto que sería conveniente revisar con detenimiento es el 

impacto presupuestario que implicaría la implementación de la nueva 

ley. Si bien la iniciativa establece que el Poder Ejecutivo deberá asignar 

progresivamente los recursos necesarios, no se acompaña de un 

estudio técnico o estimación financiera que permita dimensionar el 

costo real de operar las medidas de protección propuestas. La falta de 

un análisis costo-beneficio genera incertidumbre sobre la viabilidad 

práctica del proyecto y limita al Congreso la posibilidad de valorar su 

razonabilidad frente a otras prioridades presupuestales del Estado. 
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Incorporar una proyección financiera clara y objetiva permitiría 

fortalecer el diseño de la iniciativa, asegurando que su aplicación sea 

sostenible y efectiva en el largo plazo. 

Resulta positivo y valioso que la iniciativa retome experiencias 

internacionales como el modelo de protección al denunciante 

(“whistleblower”) aplicado en países como Estados Unidos, donde esta 

figura ha demostrado ser efectiva para incentivar la denuncia y 

fortalecer la lucha contra la corrupción. Incorporar estos referentes 

permite modernizar el marco jurídico estatal y enviar un mensaje de 

apertura hacia las mejores prácticas globales. Sin embargo, es 

importante precisar que tales modelos internacionales incluyen 

elementos distintos al esquema propuesto en Guanajuato, lo que hace 

necesario adecuarlos cuidadosamente al contexto local. 

 

En el caso estadounidense, por ejemplo, la figura del whistleblower 

no solo garantiza protección, sino que también contempla esquemas 

de recompensa económica directa al denunciante, como porcentaje 

de las multas recuperadas por el gobierno o como indemnización 

compensatoria. Ello ha dado lugar a casos públicos de acuerdos 

millonarios que, aunque exitosos para desincentivar la corrupción, 

responden a un sistema legal y financiero distinto, donde se permite 

una participación activa del sector privado en procesos de 
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recuperación económica. Dichos elementos no forman parte de 

nuestro sistema jurídico ni de la finalidad de la propuesta local.3 

Por ello, sería recomendable precisar claramente en el dictamen 

o en el cuerpo de la ley que el modelo adoptado en Guanajuato tiene 

un alcance estrictamente protector, sin incorporar componentes de 

naturaleza económica o indemnizatoria.  

Así mismo, por técnica legislativa se sugiere la revisión de los Títulos 

de la ley propuesta, ya que se observa una discrepancia en su 

denominación, refiriéndose en primer orden como “primero, segundo, 

etc” y después se continua con los números romanos, por lo que se 

debe de revisar ese aspecto normativo.  

 

Se sugiere respetuosamente que se precise con mayor claridad a 

cuanto se refiere el impuesto presupuestario para poder llevar a cabo 

 

3 https://www.phillipsandcohen.com/whistleblowers-played-major-role-in-glaxo-case-

leading-to-glaxo-s-record-settlement/  

https://www.phillipsandcohen.com/whistleblowers-played-major-role-in-glaxo-case-leading-to-glaxo-s-record-settlement/
https://www.phillipsandcohen.com/whistleblowers-played-major-role-in-glaxo-case-leading-to-glaxo-s-record-settlement/
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el objeto de esta ley, ya que de nada serviría su aprobación si no se 

puede materializar debido a la falta de recursos económicos. 

Respecto a lo establecido en el artículo 7 segundo párrafo de la 

ley propuesta, se hace referencia a la supletoriedad de la ley, 

estableciendo el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa 

para el Estado y los Municipios de Guanajuato, “en cuanto hace a la 

protección de los testigos, denunciantes o toda aquella persona que 

brinde información”, sin embargo, dicho ordenamiento legal no tiene 

disposición alguna para la protección de los testigos. 

En virtud de lo anterior, se considera más adecuado normar de 

acuerdo a lo establecido en la Ley de Protección a Testigos en el 

Proceso Penal, cuidando no invadir competencias de la federación [al 

ser una ley de carácter federal] y no establecer una sobre regulación 

normativa.  

En cuanto a las medidas de protección contempladas en el 

artículo 26 de la ley en propuesta se deberá establecer cuantas de 

ellas se pueden decretar o si se dejará al arbitrio de la autoridad 

encargada de su resolución [ejemplo solo una de las medidas 

contempladas en la lista o todas simultáneamente], reiterando que si 

se aplican dos o más medidas el Estado deberá de contar con la 

suficiencia presupuestaria y la logística necesaria para su ejecución. 

Concatenado al punto que precede, se sugiere la revisión de las 

fracciones contenidas en el artículo 26 de la ley propuesta, ya que 
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contiene duplicada el numeral “VI” y en el párrafo final refiere la 

fracción “IV”, sin existir la misma enumerada correctamente:  

 

  Así mismo, en cuanto a la medida de protección contemplada 

en la fracción I, se sugiere establecer para el cumplimiento de la 

misma:  

a) Si habrá concurrencia de competencias entre la autoridad 

estatal y municipal. 

b) Si se va a crear un cuerpo policiaco específico para tal fin. 

c) En su caso proponerse la reforma normativa a la Ley del Sistema 

de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, para establecer 
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cual de los cuerpos normativos contemplados en el arábigo 84 de 

esa ley le corresponderá la ejecución de dicha medida de 

protección, o en su caso el establecimiento de un nuevo cuerpo 

normativo.  

Ahora bien, no pasa desapercibido que la autoridad facultada 

para la imposición de dichas medidas de protección es el Ministerio 

Público o un Juez de Control, lo anterior, y podría ser que para evitar 

temas de duplicidad de competencia se aclare que las medidas 

son diversas a las de la materia penal y preservar la atribución de la 

autoridad encargada de la autorización de las medidas de 

protección contempladas en la propuesta de Ley de Protección a 

Personas Denunciantes y Testigos de Actos de Corrupción para el 

Estado de Guanajuato. 

V CONCLUSIONES: 

La iniciativa para crear una Ley de Protección a Personas 

Denunciantes y Testigos de Actos de Corrupción representa un esfuerzo 

bien intencionado por fortalecer el combate a la corrupción en 

Guanajuato. Incorporar de manera expresa mecanismos de 

 

4 Artículo 8. Las Instituciones Policiales en el Estado son:  

I. Las Fuerzas de Seguridad Pública del Estado;  

II. Las instituciones de seguridad pública y de prevención del delito de los 

municipios, con el personal de policía y tránsito que prevean sus reglamentos;  

III. La Policía Ministerial del Estado;  

IV. La Policía Ministerial Especializada en materia de Adolescentes; V. Los cuerpos 

estatales de Seguridad Penitenciaria; 

V. (DEROGADA, P.O. 14 DE NOVIEMBRE DE 2018)  

VI. Los cuerpos estatales de Seguridad para Adolescentes. 

VII. La Unidad de Atención a la Violencia de Género. 
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protección genera un mensaje positivo hacia la ciudadanía y 

contribuye a fomentar la cultura de la denuncia, elemento clave para 

enfrentar este problema. Además, tomar como referencia modelos 

internacionales refleja una apertura al aprendizaje comparado por 

adoptar buenas prácticas. 

En ánimo constructivo, es recomendable que se analicen ciertos 

aspectos técnicos que permitirían perfeccionar la propuesta. Entre 

ellos, armonizar la iniciativa con la Ley de Responsabilidades 

Administrativas vigente, definir claramente los límites de la figura del 

denunciante protegido, prever sanciones frente a denuncias de mala 

fe y contar con una estimación presupuestal precisa.  

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

 

 


